
» El presidente
del partido .
conservador, Ornar
Yepes, rechazó el
crimen.
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servador recibe con dolor la noticia de la
muerte de uno de líderes más representati-
vos en el departamento de Norte de San-
tander y le exige al Gobierno esclarecer a
la mayor brevedad tan execrable crimen,
que atenta de forma directa contra la parti-
cipación democrática en el país", afirma la
colectividad en un comunicado.

Con este ya son siete los candidatos asesi-
nados en el proceso electoral para elegir
mandatarios regionales por los próximos
cuatro años.
El Partido Conservador, que avaló la

candidatura de Betancourt Orozco, recha-
zó y condenó el crimen contra su candida-
to a la Alcaldía de Tibú. "El Partido Con-

En la mañana de ayer fue asesinado en el
corregimiento La Gabarra (Tibú, Norte de
Santander) Bernardo Betancur Orozco,
candidato a la Alcaldía de ese municipio
por el Partido Conservador. Medios loca-
les señalan que, al parecer, fue asesinado
por disidencias de las Farc, cuando fue ba-
jado del vehículo en que se movilizaba.
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Asesinan a candidato a la Alcaldía de Tibú, en Norte de Santander

Frontera Energy esuna empresa pública canadiense dedicada a la exploración y producción de gas natural y petróleo. /Cortesfa Frontera Energy

El caso ya está en manos del Alto Comisionado para los DO.HH. de la ONU

Los convenios del Mindefensa
en un caso contra líderes sociales

Ocho líderes del Casanare están en los estrados judiciales porque,
según la Fiscalía, hacen parte de un grupo de delincuencia organizada
que intenta entorpecer la labor de la empresa petrolera Frontera Energy. Las alertas

El encargado de la investiga-
ción penal fue el fiscal 135 contra
el crimen organizado, Harles
Max Cortés. El funcionario está
adscrito a una Estructura de Apo-
yo (EDA), divisiones del ente in-
vestigador destinadas exclusiva-
mente a delitos contra el sector de
hidrocarburos que funcionan con
dineros que empresas de este sec-
tor le dan a la Fiscalía Generala al
Ministerio de Defensa a través de
convenios. Varias empresas de
hidrocarburos con presencia en
Colombia, como reveló el portal
Rutas del Conflicto, suscriben es-
tos millonarios convenios con el
Estado. Y el caso de Frontera
Energy no es distinto.
El 19 de noviembre de 2018,

nueve días antes de la captura de

sostiene en ese documento, en po-
der de este diario, que el presunto
GDO se habría valido de su dere-
choala protesta como una "facha-
da" para irse en contra de Fronte-
ra Energycon otros intereses eco-
nómicos y habría utilizado "a la
población en general para llevar-
los a cometer actos de terror, vio-
lencia contra servidores públicos,
lesiones a personas del común,
daños en bien ajeno y la obstruc-
ción de vías públicas".
Al supuesto GDO le atribuyen,

por ejemplo, daños que sufrió la in-
fraestructura de la empresa. En la
acusación se lee: "Unos sujetos en-
capuchados sobre caballos con ar-
mas artesanales utilizadas para el
lanzamiento de piedras obstaculi-
zaban vías de acceso al Bloque Cu-
biro -uno de los pozos de Frontera
Energy, en zona rural de San Luis
de Palenque-, ycomo resultado de
estas manifestaciones no pacíficas
hubo más de doce vehículos im-
pactados por las piedras que les
arrojaban los manifestantes, regis-
trándose también grandes pérdi-
das materiales y económicas para
la empresa por $22.600 millones,
aproximadamente".
Pero a Jesús Leal y a Ferney Sal-

cedo les imputaron también por-
te ilegal de armas -por cartuchos
que les incautaron al momento de
la captura- y tentativa de homi-
cidio porque supuestamente Sal-
cedo ordenó el asesinato de un
agente del Esmad. Según la Fisca-
lía, en el marco de una protesta el
26 de enero del año pasado, el
agente John Jairo Duque fue
amarrado a un caballo por jinetes
encapuchados que lo arrastraron
cerca de 300 metros, buscando
matarlo, pero por la protección
de su uniforme solo resultó heri-
do. Para el ente investigador, esto
lo hicieron personas que estarían
al mando de Salcedo.

El proceso penal
La indagación en la Fiscalía ini-

ció el25 de enero de 2018, a raíz de
una denuncia de los abogados de la
empresa minera, que para ese en-
tonces se llamaba Pacific Stratus
Energy.Allí,lacompañíarelatóque
Ferney salcedo al parecer lideró
varias marchas e "instó a la comu-
nidad" a bloquear las vías. El ente
investigador puso a andar, desde
entonces, las pesquisas e intercep-
tó los teléfonos de Salcedo y sus
personas cercanas. Diez meses
después se dieron las capturas. La
Fiscalía les imputó a los ocho los
delitos de obstrucción de vía públi-
ca, concierto para delinquir y vio-
lencia contra servidor público.
Según se lee en el escrito de acu-

sación con el que llamaron ajuicio
a los ocho líderes, los Salcedo, los
Leal y los Rincón conformaron
una "corporación delictiva" des-
de 2012, supuestamente liderada
por Ferney Salcedo. La Fiscalía

Las dos organizaciones de-
nunciaron ante el Grupo de Tra-
bajo de Detenciones Arbitrarias
de la oficina que preside Miche-
lle Bachelet, que las personas
capturadas en este caso están
"privadas de su libertad única-
mente por participar en organi-
zaciones sociales, celebrar reu-
niones y promover movilizacio-
nes pacíficas" en contra de la
multinacional Frontera Energy.
El documento, en poderde El Es-
pectador, cuestiona, por ejem-
plo, que el principal testigo en el
caso sea un funcionario de la em-
presa y que, además, a las entida-
des encargadas del proceso les
entra dinero de esta y otras com-
pañías de hidrocarburos.

intervención internacional.
La Fuerza Pública aseguró que

se trataba de un grupo de delin-
cuencia organizada (GDO) que se
valía de la protestasocial como una
"fachada" para hostigar la labor de
las empresas de hidrocarburos,
como Frontera Energy. Los ocho
ya fueron llamados a juicio y están
privados de su libertad. Mientras
el proceso avanza, este mismo lu-
nes, el Comité de Solidaridad con
los Presos Políticos (CSPP) y la
Corporación Para laAsesoría y Ca-
pacitación Comunitaria (Cos-
pacc), que han acompañado el ca-
so, llevaron el expediente ante el
Alto Comisionado de Naciones
Unidas para los Derechos Huma-
nos en Ginebra (Suiza).

REDACCiÓN JUDICIAL

EI27 de noviembre de 2018 la Poli-
cía y el Ejército capturaron en San
Luis de Palenque (Casanare) a Fer-
ney Salcedo, Yulivel Leal, Jesús
Leal, Miguel Ángel Rincón, Car-
men lraida Salcedo, Josué Eliécer
Rincón y María Teresa Rincón,
junto a su vecino, Jerónimo Salce-
do. Además de que los primeros
siete son familia, tienen en común
una cosa: haber liderado protestas
en contra de la actividad petrolera
que desarrolla la empresa estadou-
nidense Frontera Energy -otrora
Pacific Energy- en la región. Des-
de la captura, organizaciones en
Colombia han denunciado que se
trata de una persecución ysolicitan
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Disidentes de las Farc pretendían atentar contra la VÍaPanamericana
El Ejército logró frustrar un atentado que,
según afirma la institución castrense, disi-
dentes de las Farc pretendían ejecutar en la
vía Panamericana, que comunica a Cali con
Popayán. El hecho se presentó en la mafiana
de ayer en el sector conocido como El Man-
go, donde el grupo ilegal dejó instaladas dos
bombas.

Los artefactos explosivos estaban fabri-
cados artesanalmente con pilas de gas y se-
rían detonadas por el sistema de ignición,
informó el Ejército. Al conocer la situación,
un grupo especializado de la Fuerza Públi-
ca que patrulla la zona logró evitar que el
artefacto explotara y así lograron frustrar
este atentado que pudo haber dejado inco-

municado el sur del país.
Un grupo antiexplosivos del Ejército

pudo localizar los artefactos instalados
por el grupo disidente, Juego los desactivó
y detonó de forma controlada. Durante el
operativo, la vía Panamericana estuvo ce-
rrada por más de dos horas y luego fue
reabierta.

»un grupo
especial del Ejército
logró desactivar las
dos bombas de
manera controlada.

,
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los líderes, la empresa petrolera
firmó un convenio con el Minis-
terio de Defensa. En el documen-
to' en poder de este diario, la car-
tera que encabeza Guillermo Bo-
tero compromete a las unidades
militares colombianas a prestar
"especial protección" a las áreas
de interés de la Frontera Energy
en los proyectos Corcel, Llanos
25, Arrendajo, Casimena, Cubiro
-donde se presentaron las pro-
testas que tienen en los estrados
judiciales a los líderes-, Cravo
Viejo y Cachicamo. A cambio de
esta protección, la empresa tuvo
que pagar $2.340 millones.
Al día siguiente de que se firma-

ra el contrato, la Fiscalía escuchó
a Julián René Gómez, funciona-
rio de Frontera Energy, quien dijo
en declaración juramentada:

"Ferney Salcedo es quien organi-
za los paros para enfrentar a la
Fuerza Pública y además realiza
control sobre las vías"; a Jesús
Leal lo señala como el segundo al
mando y quien orgaqiza y entrena
a la gente; "Miguel Angel Rincón
y su esposa Carmen Iraida ejecu-
tan los contratos, agitan masas y
enfrentan a la fuerza pública; Te-
resa Rincón dice que su finca La
Frontera sirve de punto de en-
cuentro; Salcedo Betancourt ha-
ce control vial".
Esta presunta estructuracrimi-

nal develada por Gómez es la mis-
ma que la Fiscalía utiliza en el es-
crito de acusación y que, asegura,
funciona como un GDo. Además,
al día siguiente de su declaración,
dos días después de firmado el
convenio, el 22 de noviembre de

2018, inteligencia militar radicó
un informe en el que alertaba de
la existencia de una estructura
delincuencial con fachada de
protesta social, según relató el fis-
cal del caso en las audiencias que
dieron inicio a la judicialización
de los ocho líderes.
Además, a pesar de que a lo lar-

go del proceso a los líderes se les
ha tratado de grupo de delin-
cuencia organizada, definición
utilizada para colectivos como
los Rastrojos o los Puntilleros,
los ocho capturados que se ha-
rían llamar los "jinetes de care-
tas" no aparecen en otros regis-
tros de los organismos de seguri-
dad. Por ejemplo, en un derecho
de petición que la Fiscalía les res-
pondió el 19 de diciembre de
2018 al CSPP y al Cospecc, cuan-

do pidieron confirmar qué GDO
hayen el país, no aparecen los "ji-
netes". De hecho, de los 26 gru-
pos que reciben esta categoría en
Colombia ninguno opera en Ca-
sanare, donde habrían ocurrido
los hechos.
Frontera le aseguró a El Espec-

tador que además de los blo-
queos que se dieron en el marco
de las protestas y de los posibles
daños patrimoniales, funciona-
rios de la empresa habrían recibi-
do amenazas y habrían sido vícti-
mas de agresiones personales.
Sobre la calificación de los lideres
como un GDO, la empresa aclaró
que "ha dejado en manos de la
Fiscalía y de los jueces la califica-
ción de estas conductas y confía
plenamente en que las decisiones
que se han tomado y se Seh'1lirán

tomando son en derecho".
Para las organizaciones que de-

nuncian que la judicialización de
los ocho líderes sería una perse-
cución, "las acciones de inteli-
gencia y de orden penal ocurridas
en el caso se usaron de manera ar-
bitraria, toda vez que su objetivo
era debilitar el proceso de movili-
zación social y exigibilidad de de-
rechos llevados a cabo en San
Luis de Palenque". Por todo esto,
el CSPP y el Cospecc piden inter-
vención del Alto Comisionado
para Jos Derechos Humanos,
pues aseguran que la judicializa-
ción de estas ocho personas se da
en un contexto de "aumento ge-
neralizado de los ataques contra
líderes sociales" y sostienen que
en Colombia hav una "demora in-
justificada" en ~Iproceso. Jt
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